
  
RADICACION 2023-139 

EJECUTIVO 

   

 

Al Despacho del señor Juez, hoy diecisiete de mayo de dos mil veintitrés (2023).

 

ADRIANA MAYERLY FLÓREZ CALDERÓN 
Secretaria   

 

JUZGADO SEGUNDO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BUCARAMANGA 

Bucaramanga, diecisiete (17) de mayo de dos mil veintitrés (2023). 

AUTO 

Se advierte inicialmente que promueve acción ejecutiva COLFONDOS S.A. PENSIONES 
Y CESANTIAS en contra de MARVAL S.A. NIT 890205645 representada legalmente por 
MARIN VALENCIA RAFAEL AUGUSTO CC 13832694, y/o quien haga sus veces, 
allegando como título base de recaudo ejecutivo: a) la certificación de fecha 
24/05/2022 elaborada por la ejecutante relacionando como deuda total $ 
17.948.388, b) estado deudas empleador de fecha 17/02/2022 por valor de 
$16.940.288 y c) el requerimiento de pago fechado 17 de febrero de 2022, enviado y 
entregado a la ejecutada el día 24 del mismo mes y año, en el que le conmina a 
cumplir con las obligaciones relativas al pago de aportes. 
 
Así las cosas, es conveniente memorar, la naturaleza del título base de recaudo 
ejecutivo que constituye la fuente de la presente acción, corresponde a la liquidación 
elaborada por la administradora del régimen pensional en la que se determina el valor 
adeudado por el ejecutado o empleador que se encuentra en mora de trasladar los 
aportes pensionales de sus trabajadores, tal como lo prevé el artículo 24 de la Ley 100 
de 1993. 
 
En efecto, el mencionado Art. 24 preceptúa que “[c]orresponde a las entidades 
administradoras de los diferentes regímenes adelantar las acciones de cobro con 
motivo del incumplimiento de las obligaciones del empleador de conformidad con la 
reglamentación que expida el Gobierno Nacional. Para tal efecto, la liquidación 
mediante la cual la administradora determine el valor adeudado, prestará mérito 
ejecutivo”  
 
 
En reglamentación de esta disposición, el Decreto 656 de 1994, que a su vez fue 
complementado por el Decreto 1161 de 1994, señaló en el artículo 13 la obligación 
de los fondos pensionales de iniciar sus acciones de cobro dentro de los tres meses 
siguientes al incumplimiento por parte del patrono, de la siguiente manera: “Art. 13.- 
ACCIONES DE COBRO. Corresponde a las entidades administradoras de los diferentes 
regímenes entablar contra los empleadores las acciones de cobro de las cotizaciones 
que se encuentren en mora, así como de los intereses de mora a que haya lugar, 
pudiendo repetir contra los respectivos empleadores por los costos que haya 
demandado el trámite pertinente, en los términos señalados en el literal h) del artículo 
14 del decreto 656 de 1994. Estas acciones deberán iniciarse de manera extrajudicial 
a más tardar dentro de los tres meses siguientes a la fecha en la cual se entró en 
mora.” A su vez, el artículo 2° del Decreto 2633 de 1994, dispone que una vez 
vencidos los plazos para que los empleadores realicen las consignaciones, las 
administradoras a través de comunicación dirigida al deudor moroso, lo requerirá 
para que cancele y si, transcurridos 15 días el empleador no se ha pronunciado, se 
elaborará la liquidación que presta mérito ejecutivo. 
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De conformidad con lo anterior, el artículo 5° del Decreto 2633 de 1994 –para el 
asunto, por tratarse de una AFP privada– orienta las acciones de cobro contra el 
empleador que ha incumplido su obligación de trasladar los aportes pensionales 
dentro del término legal, con fundamento en los artículos 23 y 24 de la Ley 100 de 
1993. Señala: 
 
“Artículo 5°. - Del cobro por vía ordinaria. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 100 
de 1993, las demás entidades administradoras del régimen solidario de prima media 
con prestación definida del sector privado y del régimen de ahorro individual con 
solidaridad adelantarán su correspondiente acción de cobro ante la jurisdicción 
ordinaria, informando a la Superintendencia Bancaria con la periodicidad que esta 
disponga, con carácter general, sobre los empleadores morosos en la consignación 
oportuna de los aportes, así como la estimación de sus cuantías e interés moratorio, 
con sujeción a lo previsto en el artículo 23 de la Ley 100 de 1993 y demás disposiciones 
concordantes. 
 
Vencidos los plazos señalados para efectuar las consignaciones respectivas por parte 
de los empleadores, la entidad administradora, mediante comunicación dirigida al 
empleador moroso lo requerirá. Si dentro de los quince (15) días siguientes a dicho 
requerimiento el empleador no se ha pronunciado, se procederá a elaborar la 
liquidación, la cual prestará mérito ejecutivo de conformidad con lo establecido en el 
artículo 24 de la Ley 100 de 1993”. 
 
Por otra parte, la Ley 1607 de 2012 en su artículo 178, parágrafo 1°, dispuso: “Las 
administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán adelantando las 
acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la 
UGPP. La UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que 
considere conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto 
implique que las administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas 
legalmente por la omisión en el cobro de los aportes”. 
 
Por ende, las administradoras del Sistema de la Protección Social deben realizar las 
acciones de cobro ante la mora registrada de los aportes de sus afiliados, y en esa 
medida, deben aplicar los estándares de cobro que fije la UGPP, entidad que 
inicialmente los estableció a través de la Resolución No. 444 de 2013, disposición 
subrogada a partir del 1º de julio de 2017 por la Resolución 2082 de 2016, indicando 
en su articulado y en el anexo técnico de la referida resolución en sus capítulos II y III, 
lo relevante en la materia que aquí se trata. Esta última resolución fue subrogada por 
la Resolución 1702 de 2021, que empezó su vigencia el 29 de junio de 2022 e 
igualmente contiene un anexo técnico que en su “versión 2”, se emitió el 12 de julio 
de 2022. 
De ahí, conviene puntualizar que la Resolución 2082 de 2016, en su artículo 11, señaló 
que la liquidación que preste mérito ejecutivo debe ser elaborada o expedida en un 
término máximo de 4 meses contados a partir de la fecha límite de pago; 
posteriormente debe contactar al deudor, en sede de actuaciones persuasivas, 
mínimo 2 veces; el primer requerimiento dentro de los 15 días siguientes a la 
elaboración de la liquidación y el segundo dentro de los 30 días siguientes a partir de 
la fecha en que se realizó la primera comunicación, disposición vigente para el 
momento en que el ejecutante efectuó el requerimiento al ejecutado. 
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Finalmente, el artículo 13 de la referida Resolución 2082, establece que vencido el 
plazo señalado en el artículo 12, las administradoras contarán con un plazo máximo 
de 5 meses para iniciar las acciones cobro de manera coactiva o judicial.  
 
Aclarado el panorama normativo actualmente aplicable en este tipo de asuntos, debe 
precisar el Juzgado que, el procedimiento de acciones de cobro que debía adelantar 
el Fondo de Pensiones previo al inicio de la acción ejecutiva, antes de la entrada en 
vigencia de la de la Resolución 1702 de 2021, esto es conforme lo regulado de los 
artículos 8 ° a 13° de la Resolución 2082 de 2016, por cuya virtud, la liquidación que 
preste mérito ejecutivo debe ser expedida en un término máximo de 4 meses 
contados a partir de la fecha límite de pago de los aportes, al cabo de los cuales corren 
un máximo de 45 días calendario con que cuenta la entidad para contactar al deudor, 
y desde ese momento, debe verificarse que en un plazo máximo de 5 meses se haya 
acudido a la jurisdicción, promoviendo la acción de cobro judicial. 
 
Lo anterior, habida cuenta que el art. 12° de la citada resolución indica que “Una vez 
las Administradoras constituyan el título que presta mérito ejecutivo, deben contactar 
al deudor como mínimo dos veces”, sumado a que el requerimiento formal al deudor 
de los aportes a pensión, resulta imprescindible en este tipo de asuntos, pues sin éste, 
por expreso mandato legal (Art. 2° del Decreto 2633 de 1994), no procede el recaudo 
forzoso por vía jurisdiccional, siendo menester entonces que las administradoras 
pensionales verifiquen unas exigencias elementales. 
 
Así las cosas, debe advertirse, que son unos requisitos mínimos con los cuales se 
garantiza la intimación previa y permiten corroborar que la actuación de las entidades 
se ha verificado en los plazos razonables, determinados en la normatividad vigente 
aplicable, traída a colación en precedencia. 
 
 
Bajo las premisas expuestas, se advierte que no hay lugar a librar el mandamiento de 
pago solicitado, de acuerdo con lo observado por este Despacho, en primer lugar, 
solo se allegó constancia de requerimiento entregado a la demandada MARVAL S.A., 
el día 24 de febrero de 2022 en el que le conmina a cumplir con las obligaciones 
relativas al pago de aportes de acuerdo al estado de cuenta, posterior a ello se expide 
certificación de deuda por la suma de $17.948.388 de fecha 24 de mayo de 2022 sin 
que se hiciera requerimiento dentro de los 15 días siguientes con el valor actualizado 
de las sumas que se pretende ejecutar y el segundo dentro de los 30 días siguientes 
a partir de la fecha en que se realizó la primera comunicación. Aunado a lo anterior 
se observa que la ejecutante excedió el plazo máximo de 5 meses para iniciar las 
acciones cobro de manera coactiva o judicial, ello se desprende de la fecha de 
expedición de la certificación presentada como titulo ejecutivo. 
 
Requisitos necesarios para que el Fondo de pensiones acuda válidamente a la 
administración de justicia para apremiar el pago de lo adeudado, porque sólo a partir 
de ese momento la obligación podría volverse exigible, acotando que el artículo 24 
de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2633 de 1994 en sus artículos 2° y 5°, deben 
acompasarse con lo consagrado al efecto por la Resolución 2082 de 2016, vigente 
para el momento en que se remitió el requerimiento de pago al deudor y que tenía 
previstos unos estándares para las administradoras públicas y privadas de la 
protección social, en cuanto a los avisos de incumplimiento y también frente a las 
acciones de cobro, con la finalidad de incentivar el pago de las contribuciones o 
aportes correspondientes o en últimas, obtener el pago forzado. 
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Al respecto vale decir entonces, no se satisfacen los requisitos de claridad, 
expresividad y exigibilidad de la obligación, en términos del art. 100 del C.P.L., en 
concordancia con el art. 422 del C.G.P., así como con lo dispuesto en los artículos 22 
a 24 de la Ley 100 de 1.993, y el art. 5º del Decreto reglamentario No. 2633 de 1994. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SEGUNDO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 
BUCARAMANGA, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad 
de la Ley,  

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: NEGAR EL MANDAMIENTO de pago solicitado, por las razones expuestas 

en la parte motiva del presente proveído. 

 

SEGUNDO: Se ORDENA el archivo de las diligencias y realizar el registro de su egreso 

en el sistema de información estadística de la rama judicial. 

 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE, 

 

                                         

                                       CRISTIAN ALEXANDER GARZÓN DÍAZ 

Juez 
 
 

 

    

 

 

 

 

 

JUZGADO SEGUNDO LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS 

B U C A R A M A N G A 

 

El Auto anterior fechado 17 DE MAYO DE 2023, se notifica a las partes en anotación hecha en el 

cuadro de ESTADOS No.061 FIJADO en lugar visible de la Secretaría de la página web de la Rama 

Judicial, hoy 18 DE MAYO DE 2023 a las 8:00 A. M. en la ciudad de Bucaramanga. Consulta: 

https:// www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-002-municipal-de-pequenas-causas-laborales-

de-bucaramanga/100 

 
ADRIANA MAYERLY FLÓREZ CALDERÓN 

Secretaria 
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